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E l tema que nos ocupa hoy es el de 
los obstáculos al libre comercio, el 
de las diversas barreras que se han 
creado en su contra –de forma ofi-

cial, semioficial o completamente informal. Por 
supuesto, estas barreras no sólo afectan a los 
presentes, sino que también lo hacen al resto 
del mundo. Se trata de un problema crucial para 
el progreso y para el desarrollo. (…)

Las barreras arance larias

Yo entiendo por “barrera arancelaria” las ini-
ciativas llevadas a cabo por los Gobiernos de 
diversos países en varias ocasiones para prote-
ger las condiciones de su desarrollo económico 
por el bienestar de sus propios ciudadanos o de 
los ciudadanos de otros países, en la medida en 
que estos Gobiernos tienen un sentimiento de 
responsabilidad para con ellos por una u 
otra razón histórica.   
El ejemplo más notorio, el que 
todo el mundo asocia al comercio 
internacional en varias regiones 
del mundo –sobre todo entre los 
sectores de la población más reti-
centes al libre comercio–, es el lla-
mado ejemplo “del plátano justo”.
Seguro que todos ustedes conocen la 
siguiente broma: “No se puede matar 
a alguien golpeándole la cabeza con un 
plátano. Pero sí se puede matar a alguien 
por un asunto de plátanos golpeándole la ca-
beza con un machete”.
¿Qué quiere decir esto exactamente? (…)
Si permitimos que un sólo país pague un sólo 
plátano por encima de su valor, habrá vía libre 
para todos los excesos. Es como cuando un afi-
cionado al vino se pasa un buen día a la mari-
huana, un poco más tarde a la heroína y, poco a 
poco, se convierte en un adicto a la cocaína. El 
día que vean a sus personas cercanas tambalear-
se como zombis, sabrán que ustedes han resbala-
do debido a una bendita piel de plátano.El asun-
to de los plátanos no se puede tomar a la ligera.

Las barreras no arance larias

La cuestión de las barreras no arancelarias es 
un poco más compleja. Este concepto pue-
de abarcar un montón de cosas, desde la pro-
tección de medio ambiente –por ejemplo, los 

delfines– hasta las costumbres locales, que sus-
tituyen al Gobierno en materia de restricción 
del flujo de bienes y de capitales imponiendo 
sus límites al funcionamiento normal de las 
fuerzas económicas.

No hace mucho, hubo un intento de fusión 
entre KLM, una empresa neerlandesa, y 

Alitalia, una compañía italiana. En este caso, 
la variable principal era el factor siesta.
En efecto, en los Países Bajos y en la mayoría 
de los países nórdicos, la gente duerme por la 
noche y se permite como máximo un breve Mi-
ttaggesundheitschlaf (cabezadita) a mitad de la 
jornada. Hay pocas ocasiones para sustraerse de 
las exigencias del ambiente laboral. Las perso-
nas tienen un horario diario extremadamente re-

gular, sobre todo en lo que al sueño se refiere
Por el contrario, en Italia, la situación 

es completamente distinta. Se 
duerme casi tanto durante el 
día como durante la noche. 
Además, el descanso para co-

mer puede durar una o dos horas. Una pequeña 
siesta tras la comida es algo frecuente. Las per-
sonas son muy sociables, les gusta bastante la 
diversión. A menudo se bebe un poco de vino 
de más y uno se deleita de buena gana con un 
saltimbocca alla romana o con todos esos deli-
ciosos platos que acaban perjudicando la disci-
plina en el trabajo.
Todos esos problemas han hecho que la fusión 
fracase y que cualquier operación haya queda-
do en papel mojado. Nos encontramos ante una 
buena oportunidad de transnacionalización que 
ha sido devuelta al cajón.  
Se trata de un ejemplo especialmente desgarra-
dor para la OMC, ya que, si hay una palabra 
que defina nuestra identidad, es “alianza”. La 
OMC es una excrecencia del GATT, el cual sur-
gió tras la Segunda Guerra Mundial debido a 

Esta alocución fue pronunciada el 27 de octubre de 2000 
en Salzburgo, en el marco de la Conferencia internacional 
sobre servicios, por un tal Andreas Bichlbauer, que 
reemplazaba al director general de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC), Mike Moore, indispuesto. 
El público estaba formado por especialistas de comercio 
internacional y por abogados de negocios. Presentamos en 
estas páginas algunos extractos.

la preocupación por prevenir futuros conflictos  
La idea principal –que seguimos propagando de 
buena gana– es la de que los proveedores matan 
a sus clientes muy rara vez y que, cuando se 
hacen negocios con alguien, generalmente no 
se recurre al asesinato. 
Por supuesto, hay excepciones: la Primera Gue-
rra Mundial, la Segunda Guerra Mundial, el 
genocidio ruandés, Yugoslavia, Irak, etc. Pero 
nuestra teoría es válida para, al menos, un caso 
importante, la totalidad del siglo XIX, época en 
la que el libre comercio impidió que los socios 
de negocios se mataran entre ellos. Durante 
cien años, el tipo de libertad en los intercambios 
que la OMC se afana por establecer en la actua-
lidad ha contribuido a la preservación de la paz 
entre las naciones ricas y poderosas de Europa, 
teniendo como única excepción el colonialismo 
y la trata de esclavos.

Por ello, cuando las fusiones están amenaza-
das por particularidades locales, cuando las 
costumbres obstaculizan la marcha forzosa del 
comercio, se cuestiona todo el sistema de inte-
reses transnacionales y, con él, la paz y la esta-
bilidad de la posguerra.
Nos enfrentamos a una situación bastante grave 
a nivel global. Cualquier obstáculo artificial al 
libre flujo de capitales constituye un gran ries-
go. ¿Hacia dónde avanza la evolución de esta 
situación? No sabemos nada. ¿Cuál es la solu-
ción cuando conspiran no sólo los Gobiernos, 
sino también la diversidad de las culturas loca-
les para obstaculizar el flujo libre del progreso?
Es un misterio.

Andreas Bichlbauer,
experto de la Organización 
Mundial del Comercio.
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Cualquier obstáculo artificial 
al libre flujo de capitales 
constituye un gran riesgo.
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Esta conferencia es una de las 
múltiples bromas realizadas por el 
colectivo Yes Men. A principios de 
los años 2000 y gracias a una página 
web falsa de la OMC fueron invita-
dos a varias reuniones económicas 
donde presentaban su “punto de vista 
experto” ante un público encantado. 
Sus actuaciones pueden verse en la 
web: http://theyesmen.org/

Las barreras sisté micas  

Para finaliza , me gustaría hablarles de un tipo 
de barreras comerciales que es, a la vez, el más 
enigmático y, extrañamente, el más fácil de eli-
minar, sin duda: las barreras sistémicas.
Todos nosotros sabemos qué es la democracia: 
la participación del mayor número posible de 
consumidores en el funcionamiento directo 
del gobierno y de la economía. A esto le sigue, 
de forma casi obligada, el hecho de que el li-
bre comercio sólo es la otra cara de la moneda 
democrática y de que el consumo es la forma 
suprema de democracia y de ciudadanía en el 
mundo moderno.
La libertad del consumidor es, por supuesto, un 
elemento fundamental del proceso democráti-
co, aunque su papel sea apreciado en su justa 

medida sólo en contadas ocasiones y aunque 
siempre sea ineficaz en la práctica. Esto es debi-
do a la multiplicidad de fenómenos específico  
que caracterizan la política en las democracias 
contemporáneas y a las diversas manifestacio-
nes del poder del pueblo: los Parlamentos, los 
congresos, etc. Una variedad y una compleji-
dad de tal amplitud sólo pueden desembocar en 
la ineficacia que, a veces, causa estragos en el 
ideal de una democracia de consumidores.
Afortunadamente, el ejemplo del sector privado 
nos permite considerar soluciones emergentes 
para el escaso rendimiento de las instituciones 
llamadas “democráticas”.
Una solución posible, actualmente probada en 
el panorama político estadounidense, sería la de 
racionalizar un proceso electoral que se mues-
tra grotescamente ineficaz –y, por supuesto, las 
elecciones están en el centro de la democracia 
de los consumidores.
Examinemos en primer lugar el funcionamiento 
actual de las elecciones con todas sus deficie -
cias. En la cúspide encontramos una serie de 
empresas, a las que bautizaremos como Empre-
sas A. Cada una de ellas contrata, de media, a 
una docena de trabajadores para transferir im-
portantes sumas en beneficio de esta o de aque-
lla campaña electoral –digamos la Campaña B. 
Puede tratarse de cualquier tipo de elecciones, 
incluidas las presidenciales. Por su parte, el Es-
tado Mayor de la campaña –que también utiliza 
a un gran número de trabajadores– transfier  
cantidades no menos importantes a una agencia 
de relaciones públicas, tipo Hill &Knowlton, a 

la que llamaremos C. La citada agencia de rela-
ciones públicas, que contrata a unos cincuenta 
trabajadores a jornada completa, transfiere se-
ductoras sumas a varias cadenas de televisión 
que, ya al final del recorrido, transmiten la in-
formación pertinente al consumidor –sin darle 
dinero, por supuesto.

Lo irónico es que, para generar toda la cantidad 
de dinero necesaria para alimentar esta cadena 
tenemos, al principio de ésta, a los trabajadores 
de las empresas que financian la campaña, los 
cuales son también los ciudadanos y los electo-
res del final de la cadena. Por lo tanto, se trata 
de un sistema que se autoalimenta y cuya utili-
dad real es cercana a cero.
No obstante, se puede proponer otro modelo. 
Con la ayuda de más o menos el mismo número 
de trabajadores, las empresas sólo pagan a una 
entidad: Voteauction.com. Esta entidad, por su 
parte, sólo necesita cuatro empleados para hacer 
llegar directamente al elector no información, 
sino dinero en metálico contante y sonante. Vo-
teauction.com es un sistema que permite que los 
electores subasten de buena gana su voto y lo 
vendan al mejor postor. Se trata de un espacio en 
el que la gente que no tiene una afinidad particu-
lar por ningún candidato puede confiar su voto 
al mercado. Esto permite racionalizar el con-
junto del proceso electoral y, como en todos los 
mercados, todo el sistema funciona en benefici  
de los consumidores –y de las empresas que se 
encuentran en el origen, por supuesto.

Empresa
A

Voteauction.com

Electores

Agencia
de relaciones

públicas
C

Campaña
B

Televisiones
D

La “siesta”, un hábito cultural de la Europa del Sur que obstaculiza el buen funcionamiento de la economía de mercado.
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Democracia, dos vías posibles

El ejemplo del sector privado nos 
permite considerar soluciones 
emergentes para el escaso 
rendimiento de las instituciones 
llamadas “democráticas”.
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Tribunales para 
atracar a los Estados

Bastaron 31 euros para que el 
grupo francés Veolia emprendiera una guerra 
contra una de las únicas victorias de la “prima-
vera” que, en 2011, ganaron los trabajadores 
egipcios: el aumento del salario mínimo de 
400 a 700 libras egipcias al mes (de 41 a 72 
euros). Esta suma es considerada inaceptable 
por la multinacional, que demandó a Egipto, 
el 25 de junio de 2012, ante el Centro Inter-
nacional de Arreglo de Diferencias relativas 
a Inversiones (CIRDI), una oficina del Ban-
co Mundial. ¿Cuál es el motivo alegado? La 
“nueva ley sobre el trabajo” contravendría los 

Por Benoît Bréville 
y Martine Bulard

Una de las sorpresas del proyecto 
del Tratado Transatlántico, 

la instauración de tribunales que 
permiten a las empresas iniciar un 
proceso judicial contra los Estados 

y contra las colectividades, 
causa polémica. Los precedentes 

fueron desastrosos. 

JULIEN BISMUTH. – “Let us now praise famous men” (Alabemos ahora a hombres famosos), 2009.

compromisos que se concretaron en el marco 
de colaboración del sector público y priva-
do, firmado con el Gobierno de la ciudad de 
Alejandría para el tratamiento de los residuos 
(1). El Tratado Transatlántico de Comercio e 
Inversión (TTIP por sus siglas en inglés), en 
proceso de negociación, podría incluir un me-
canismo que permitirá que ciertas empresas 
inicien juicios contra los países (eso desean, al 
menos, Estados Unidos y algunas organizacio-
nes patronales). Todos los gobiernos firmante  
quedarían así expuestos a las mismas desven-
turas que los egipcios. 
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El lucrativo negocio de la “Solución de Dife-
rencias entre Inversores y Estados (SDIE) ya 
ha enriquecido a numerosas sociedades priva-
das. En 2004, el grupo estadounidense Cargill, 
por ejemplo, hizo pagar 90,7 millones de dóla-
res (66 millones de euros) a México, que fue 
declarado culpable por la creación de un nuevo 
impuesto sobre los refrescos. En 2010, Tampa 
Electric Company obtuvo 25 millones de dó-
lares de Guatemala al denunciar una ley que 
establece un techo para las tarifas de la electri-
cidad. Más recientemente, en 2012, Sri Lanka 
fue condenado a pagar 60 millones de dólares 
al Deutsche Bank por la modificación de un 
contrato petrolero (2).
La demanda de Veolia, aún en curso, fue pre-
sentada en nombre del tratado de inversión ne-
gociado entre Francia y Egipto. Existen más 
de tres mil tratados de este tipo en el mundo, 
firmados entre dos países o incluidos en acuer-
dos de libre comercio. Estos protegen a las em-
presas extranjeras contra toda decisión pública 
(una ley, un reglamento, una norma) que pueda 
causar perjuicio a sus inversiones. Las regula-
ciones nacionales y los tribunales locales pier-
den poder jurídico, viéndose este transferido a 
un tribunal supranacional que extrae su poder 
de la renuncia de los Estados.
En nombre de la protección de las inversio-
nes, los Gobiernos son conminados a garan-
tizar tres grandes principios: la igualdad en el 
tratamiento a las empresas extranjeras y a las 
nacionales (que hace imposible, por ejemplo, 
una preferencia por las empresas locales que 
defienden el empleo); la seguridad de la inver-
sión (los poderes públicos no pueden cambiar 
las condiciones de explotación, expropiar sin 
compensación, ni proceder a una “expropia-
ción indirecta”); la libertad de la empresa de 
transferir su capital (una empresa puede irse 
al otro lado de las fronteras con todo, pero un 
Estado no puede pedirle que se vaya).
Los recursos de las multinacionales son pro-
cesados por alguna de las instancias especiali-
zadas: el CIRDI, que arbitra la mayoría de los 
casos, la Comisión de Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), 
el Tribunal Permanente de La Haya, algunas 
Cámaras de Comercio, etc. En la mayoría de 
los casos, los Estados y las empresas no pue-
den apelar las decisiones tomadas por esas 
instancias: a diferencia de un tribunal de jus-
ticia, un tribunal de arbitraje no está obligado 
a otorgar ese derecho. Ahora bien, una aplas-
tante mayoría de países optaron por no incluir 
en sus acuerdos el derecho de apelación. Si el 
tratado transatlántico incluyera un mecanismo 
de SDIE, la agenda de los tribunales quedaría 
sobrecargada. Existen veinticuatro mil filiale  

de empresas europeas en Estados Unidos y 
cincuenta mil ochocientas sucursales estadou-
nidenses en el Viejo Continente; cada una de 
ellas tendría la posibilidad de emprender un 
proceso contra las medidas que considere per-
judiciales para sus intereses. 
Hace unos sesenta años que las empresas priva-
das pueden litigar contra los Estados. Durante 
mucho tiempo, este procedimiento fue poco 
utilizado. De los aproximadamente quinientos 
cincuenta procesos contabilizados en todo el 
mundo desde los años 1950, el 80% se iniciaron 
entre 2003 y 2012 (3). Fundamentalmente, pro-

ceden de empresas del Norte –las tres cuartas 
partes de las reclamaciones tratadas por el CIA-
DI vienen de Estados Unidos y la Unión Euro-
pea–, y apuntan a países del Sur (57% de los 
casos). Los Gobiernos que pretenden romper 
con la ortodoxia económica, como los de Ar-
gentina o Venezuela, se hallan particularmente 
expuestos (véase la cartografía “Solución de 
diferencias sobre la inversión”, pág. 20).
Las medidas tomadas por Buenos Aires para 
hacer frente a la crisis de 2001 (control de pre-
cios, restricciones a la salida de capitales…) 
fueron sistemáticamente denunciadas ante los 
tribunales de arbitraje. Tras su llegada al poder, 
después de unas revueltas que causaron vícti-
mas mortales, los presidentes Eduardo Duhal-
de y, posteriormente, Néstor Kirchner carecían, 
no obstante, de toda aspiración revolucionaria; 
su propósito era solucionar la emergencia. Sin 
embargo, el grupo alemán Siemens, sospecho-
so de haber sobornado a representantes políti-
cos con pocos escrúpulos, se volvió contra el 
nuevo poder –reclamándole 200 millones de 
dólares– cuando este cuestionó ciertos con-
tratos establecidos por el Gobierno anterior. 
Asimismo, el grupo Saur, filial de la francesa 
Bouygues, protestó contra la congelación del 
precio del agua, argumentando que “atenta[ba] 
contra el valor de la inversión”.

Se presentaron cuarenta demandas contra el 
Estado argentino en los años posteriores a la 
crisis financiera (1998-2002). Unas diez lle-
varon a la victoria de las empresas, con una 
factura total de 430 millones de dólares. Y la 
fuente no se agotó: en febrero de 2011, Argen-
tina aún se enfrentaba a veintidós demandas, 
quince de ellas vinculadas a la crisis (4). Por 
su parte, Egipto se situó hace tres años en el 
punto de mira de los inversores. Según una 
revista especializada (5), el país pasó a ser el 
principal destinatario de las demandas de las 
multinacionales en 2013.
Para protestar contra este sistema, algunos paí-
ses como Venezuela, Ecuador o Bolivia anu-
laron sus tratados. Sudáfrica aspira a seguir 
el ejemplo, seguramente escarmentada por el 
largo proceso judicial que le enfrentó a la com-
pañía italiana Piero Foresti, Laura De Carli & 
Others, en relación con el Black Economic 
Empowerment Act. Los italianos consideraron 
que esa ley, que otorgaba a los negros un ac-
ceso preferencial a la propiedad de las minas y 
las tierras, era contraria a “la igualdad de tra-
tamiento entre las empresas extranjeras y las 
nacionales” (6). Resulta curiosa la “igualdad 
de tratamiento” reivindicada por estos empre-
sarios europeos si se tiene en cuenta que la po-
blación de negros sudafricanos, que representa 
el 80%, sólo posee el 18% de las tierras, y que 
el 45% de esta población vive por debajo del 
umbral de pobreza. Así funciona la ley de in-
versión. El proceso no llegó hasta el final: en 
2010, Pretoria aceptó otorgar concesiones a 
los demandantes transalpinos.
Es así como, cada vez, se impone un juego 
“ganador-perdedor”: o bien las multi-

(1) Fanny Rey, “Veolia assigne l’Egypte en justice”, 
Jeune Afrique, París, 11 de julio de 2012.
(2) “Table of foreign investor-state cases and claims 
under NAFTA and other U. S. ‘trade’ deals”, Public 
Citizens, Washington, febrero de 2014; “Recent deve-
lopments in investor-state dispute settlement (ISDS)” 
(PDF), Conferencia de la ONU sobre Comercio y Desa-
rrollo (CNUCED), Nueva York, mayo de 2013. 
(3) Shawn Donan, “EU and US pressed to drop dis-
pute-settlement rule from trade deal”, Financial Times, 
Londres,10 de marzo de 2014.
(4) Luke Eric Peterson, “Argentina by the number: 
where things stand with investiment treaty claims ari-
sing out of the Argentine financial crisis”, Investment 
Arbitration Reporter, Nueva York, 1 de febrero de 2011.
(5) Richard Woolley, “ICSID sees drop in cases in 
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Las medidas tomadas por 
Buenos Aires para hacer frente

a la crisis de 2001 fueron 
sistemáticamente denunciadas

ante los tribunales de arbitraje.

Estos tratados protegen a las 
empresas extranjeras contra toda 

decisión pública que pueda 
causar perjuicio a sus inversores.
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nacionales reciben enormes compensaciones, 
o bien estas obligan a los Estados a moderar 
sus normas en el marco de un compromiso o 
para evitar un proceso. Alemania acaba de vi-
vir su primera experiencia amarga de este tipo.
En 2009, la corporación pública sueca Vatten-
fall demandó a Berlín, reclamándole 1 400 
millones de euros, debido a que las nuevas 
exigencias medioambientales de las autorida-
des de Hamburgo convierten su proyecto de 
central de carbón en “antieconómico” (sic). 
El CIRDI consideró válida la reclamación y, 
tras múltiples batallas, se firmó un “arreglo 
judicial” en 2011: este condujo a una “flexib -

lización de las normas”. Hoy, Vattenfall está 
pleiteando contra la voluntad de Angela Mer-
kel de cerrar sus centrales nucleares de aquí a 
2022. Según una fuente cercana al Gobierno 
alemán, citada por Le Figaro (15 de octubre 
de 2014), Vatenfall reclamaría 4 700 millo-
nes de euros a Berlín.
Por supuesto, las demandas de las multinacio-
nales a veces se desestiman: de los 244 casos 
juzgados hasta finales de 2012, el 42% culminó 
con la victoria de los Estados, el 31%, con la de 
los inversores, y para el 27% restante se llegó a 
un acuerdo amistoso (7). Las empresas pierden, 
en tales casos, los millones destinados al juicio. 
Pero algunos “aprovechados de la injusticia”, 
según titula un informe de la asociación Cor-
porate Europe Observatory (CEO) (8), esperan 
recuperar el botín. En este sistema hecho a me-
dida, los árbitros de las instancias internaciona-
les y los bufetes de abogados se enriquecen, sea 
cual sea el resultado del proceso.
Para cada litigio, las dos partes se rodean de 
toda una batería de abogados, seleccionados 
entre las mejores empresas y cuyos honorarios 
oscilan entre los 350 y los 700 euros la hora. 

Seguidamente, los casos son juzgados por tres 
“árbitros”: uno es designado por el Gobierno 
acusado, otro por la multinacional acusadora y 
el último (el presidente), en común por las dos 
partes. No hay necesidad alguna de estar cua-
lificado, habilitado o designado por un tribunal 
de justicia para arbitrar en este tipo de casos. 
Una vez elegido, el árbitro recibe entre 275 y 
510 euros a la hora (a veces mucho más), por 
casos que suelen superar las quinientas horas, 
lo cual posiblemente despierte vocaciones.
Los árbitros (en un 96%, hombres), provienen 
principalmente de grandes bufetes de abo-
gados europeos o estadounidenses, pero es 
raro que su única pasión sea el Derecho. Con 
treinta casos en su haber, el chileno Francisco 
Orrego Vicuña es uno de los quince árbitros 
más solicitados. Antes de lanzarse a la justicia 
mercantil, desempeñó importantes funciones 
de Gobierno durante la dictadura de Augus-
to Pinochet. Entre estos quince abogados 
también se encuentra el jurista y ex ministro 
canadiense Marc Lalonde, quien pasó por los 
consejos de administración de Citibank Cana-
da y Air France. Por su parte, su compatriota 
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sobre la inversión

Países contra los cuales se han presentado 
más denuncias hasta el 31 de diciembre de 2013

Solución de diferencias sobre la inversión



 | 21

Yves Fortier se movió entre la presidencia del 
Consejo de Seguridad de la ONU, el bufete 
Ogilvy Renault y los consejos de administra-
ción de Nova Chemicals Corporation, Alcan o 
Rio Tinto. “Formar parte del consejo de admi-
nistración de una empresa que cotiza en Bol-
sa, y he formado parte del consejo de varias, 
me ayudó en mi práctica de arbitraje interna-
cional –admitió en una entrevista (9)–. Me dio 
una visión sobre el mundo de los negocios que 
como simple abogado no habría tenido”. Una 
auténtica garantía de independencia.
Unos veinte gabinetes, principalmente esta-
dounidenses, proporcionan la mayor parte de 
los abogados y de los árbitros solicitados para 
los SDIE. Interesados por la multiplicación de 
ese tipo de casos, aprovechan la menor ocasión 
para demandar a un Estado. Por ejemplo, du-
rante la guerra civil de Libia, la empresa britá-
nica Freshfield Bruckhaus Deringer aconsejó a 
sus clientes iniciar juicios contra Trípoli, dado 
que la inestabilidad del país causaba problemas 
de seguridad perjudiciales para las inversiones.
Entre los expertos, los árbitros y los abogados, 
cada contencioso supone, de media, cerca de 

seis millones de euros por cada expediente en 
la maquinaria jurídica. Involucrada en un largo 
proceso contra el operador aeroportuario ale-
mán Fraport, Filipinas tuvo que desembolsar 
la cifra récord de 58 millones de dólares para 
defenderse –el equivalente del salario anual 
de doce mil quinientos docentes (10)–. Se en-
tiende que algunos Estados con bajos recursos 
vacilen en gastar semejantes sumas y busquen 

por todos los medios llegar a acuerdos, a ries-
go de renunciar a sus aspiraciones sociales o 
medioambientales. No es sólo que semejante 
sistema beneficie a los más ricos, sino que, con 
juicios que desembocan en arreglos amistosos, 
desplaza a la jurisprudencia –y, por tanto, al 
sistema judicial internacional– fuera de todo 
control democrático, en un universo regido por 
“la industria de la injusticia”.

“Sobreexcitación febril” y “unami-
nidad” no son las primeras palabras que vie-
nen a la cabeza para describir el sentimiento 
que Bruselas despierta entre los europeos. 
Sin embargo, parece que la negociación de 
un acuerdo de libre comercio con Washing-
ton, el Tratado Transatlántico de Comercio e 
Inversión (TTIP por sus siglas en inglés), ha 
conseguido lo impensable.
El 13 de enero de 2015, la Comisión Europea 
publicó los resultados de una consulta públi-
ca sobre el aspecto más polémico del TTIP: 
el mecanismo para resolver las diferencias 
entre inversores y Estados (RDIE). Cerca de 
ciento cincuenta mil personas participaron 
en ese “diálogo”, organizado entre el 27 de 
marzo y el 13 de julio de 2014. Lo nunca vis-
to. Mejor aún: el 97% de esas personas se 
oponen a la instauración de estos tribunales 
de arbitraje, destinados a garantizar la supe-
rioridad del derecho de las multinacionales a 
obtener beneficios con respecto al deber que 
tienen los Estados de favorecer el bienestar 
de sus poblaciones. 

Por si hacía falta algo más para que las con-
vicciones de la Comisión cayeran por tierra 
–“decidiremos más adelante, al final de las 
negociaciones”, anunció, impasible, la co-
misaria encargada de este acuerdo, Cecilia 
Malmström–, parece que la duda recorre las 
capitales europeas.
En la actualidad, el secretario de Estado de 
Comercio de Francia, Matthias Fekl, consi-
dera que el mecanismo para resolver las dife-
rencias entre inversores y Estados conllevaría 
que París tuviera que asumir el riesgo de “de-
mandas desorbitadas” por parte de las multi-
nacionales (12 de enero de 2015). “Mientras 
el mecanismo para resolver las diferencias 
forme parte del TTIP, sigo siendo muy es-
céptica”, declara Barbara Hendricks, ministra 
alemana de Medio Ambiente (13 de enero de 
2015). “Los tribunales privados son peligro-
sos y, por eso, la versión actual del TTIP tam-
bién lo es”, repite una y otra vez la eurodiputa-
da socialista belga Marie Arena, que propone 
“excluir el mecanismo de tribunales privados 
de negociación” (15 de enero de 2015).

Para los que se oponen al TTIP, giros de este 
tipo constituyen, a priori, un refuerzo inespe-
rado. Sin embargo, si recuerdan cómo inician 
el vuelo los dirigibles, esto podría llevarlos a 
moderar su entusiasmo. Para asegurar el des-
pegue del globo aerostático, los pilotos tienen 
que estar dispuestos a deshacerse de los sacos 
con arena que han cargado anteriormente en 
su barquilla. Sólo hay una urgencia: ganar al-
tura. Una vez en el aire, todo es posible.
El desmantelamiento de las normas sociales, 
sanitarias y medioambientales; la privatiza-
ción anunciada de los servicios públicos; la 
gran liquidación de los datos personales... 
¿Bastaría con deslastrar los tribunales de 
arbitraje del TTIP para convertir la pócima 
del libre comercio en ambrosía? Nada más 
lejos de la realidad. Sin embargo, el texto 
prevé además la posibilidad de completar 
–“más tarde”– las disposiciones sobre las 
que Washington y Bruselas se habrán puesto 
de acuerdo. Con mucha discreción. 
Lo más importante para los negociadores: 
despegar.

La estrategia del dirigible
Por Renaud Lambert

“La expansión de la economía internacional 
no es una invasión extranjera: 

es un triunfo estadounidense para el que 
hemos trabajado duro y que se sitúa

en el centro de nuestra visión de un mundo 
de libertad pacífica y próspero”.

Ronald Reagan, diciembre de 1988.
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